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D. JAIME VELÁZQUEZ VIOQUE, Secretario del Consejo de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, en uso de las competencias que le otorga 
el artículo 40 del Reglamento de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, aprobado por Real Decreto 1994/1996, de 6 de 
septiembre,  
 

 
CERTIFICA: 

 
 
Que en la Sesión nº 39/03 del Consejo de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones celebrada el día 23 de octubre de 2003, se ha adoptado el 
siguiente  
 
 

ACUERDO 
 
 
Por el cual, en relación con el Expediente RO 2003/1492, se aprueba la 
siguiente 
 
 
RESOLUCIÓN RELATIVA A LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES 
EN RELACIÓN CON EL CONFLICTO ENTRE UNI2 
TELECOMUNICACIONES, S.A.U. Y TELEFÓNICA DE ESPAÑA, S.A.U. 
SOBRE EL CONTRATO PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
PORTADOR DE ALQUILER DE CIRCUITOS (Expediente RO 2003/1492). 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 
Primero.- Petitum.  
 
Con fecha 16 de octubre de 2003, tuvo entrada en el Registro de esta Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones escrito de D. Christian Hacker, en 
nombre y representación de la entidad UNI2 TELECOMUNICACIONES, S.A.U.,  
(en adelante UNI2), por el que solicita la intervención de esta Comisión para la 
resolución de un conflicto motivado por la intención de la entidad TELEFÓNICA 
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DE ESPAÑA, S.A.U (en adelante TELEFÓNICA) de dar por terminado el 
Contrato para la Prestación del Servicio Portador de Alquiler de Circuitos. 
 
En su escrito, la representación de la entidad UNI2 solicita que esta Comisión 
que: 
 

«Primero.- Declare la vigencia del Contrato para la Prestación del 
Servicio Portador de Alquiler de Circuitos suscrito entre TELEFÓNICA y 
UNI2 de fecha 27 de octubre de 1998 hasta el 29 de abril de 2004.  
 
»Segundo.- Que (...) se adopte como medida cautelar durante toda la 
tramitación del expediente la vigencia del Contrato para la Prestación del 
Servicio Portador de Alquiler de Circuitos suscrito entre TELEFÓNICA y 
UNI2 de fecha 27 de octubre de 1998». 

 
 
Segundo.-  Situación de la negociación entre las partes. 
 
En su escrito de fecha 16 de octubre de 2003, la representación de UNI2 
manifiesta lo siguiente: 
 
Que mediante carta de fecha 10 de septiembre de 2003, TELEFÓNICA notificó 
a UNI2 su intención de resolver el Contrato para la Prestación del Servicio 
Portador de Alquiler de Circuitos (en adelante, el Contrato) suscrito entre 
ambas entidades con fecha 27 de octubre de 1998, al entender que el plazo de 
vigencia del contrato, así como la prórroga del mismo, expira el próximo 27 de 
octubre de 2003.  
 
Que UNI2 se opone a esa pretensión de TELEFÓNICA por considerar que el 
Contrato se encuentra prorrogado hasta el 29 de abril de 2004, tal como esta 
Comisión y la propia TELEFÓNICA tienen reconocido y así se lo hizo saber a 
TELEFÓNICA. 
 
Que TELEFÓNICA, mediante correo electrónico de fecha 23 de septiembre de 
2003 insistió en la fecha 27 de octubre de 2003 a los efectos de la terminación 
del Contrato. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 
Primero.- Competencia de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. 
 
En relación con la solicitud de intervención presentada por UNI2, las 
competencias de esta Comisión para intervenir se derivan de lo dispuesto en la 
normativa sectorial.  
 
En concreto,  la Ley 12/1997, de 24 de abril, de Liberalización de las 
Telecomunicaciones, modificada por la Ley 52/1999, de 28 de diciembre (en 
adelante Ley 12/97), en su artículo 1.Dos.1, establece que la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones tiene por objeto salvaguardar, en beneficio 
de los ciudadanos, las condiciones de competencia efectiva en el mercado de 
las telecomunicaciones y de los servicios audiovisuales, telemáticos e 
interactivos, velar por la correcta formación de los precios en este mercado y 
ejercer de órgano arbitral en los conflictos que surjan en el sector. Idéntica 
previsión se establece en el artículo 4 del Reglamento de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, aprobado por el Real Decreto 1994/1996, 
de 6 de septiembre (en adelante Reglamento de la Comisión del Mercado de 
las Telecomunicaciones). 
 
Dichas competencias generales se concretan en la habilitación competencial 
de esta Comisión para actuar en esta materia, recogida en el artículo 1.Dos.2, 
letras c), e) y f), de la citada Ley 12/97, y en los artículos 19, 22 y 23 del 
mencionado Reglamento de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. 
 
Asimismo, tanto el artículo 25 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de 
Telecomunicaciones (en adelante LGTel), como en el artículo 2.6 del 
Reglamento de Interconexión, acceso a las redes públicas y a la numeración, 
aprobado por Real Decreto 1651/1998, de 24 de julio (en adelante, Reglamento 
de Interconexión), establecen que la Comisión habrá de resolver los conflictos 
relativos a la ejecución e interpretación de los acuerdos de interconexión. 
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Segundo.- Habilitación legal para la adopción de medidas cautelares. 
 
El artículo 1º de la Ley 12/1997 dispone en su apartado sexto que la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones, una vez iniciado el procedimiento 
correspondiente, podrá en cualquier momento, de oficio o a instancia de los 
interesados, adoptar las medidas cautelares que estime oportunas para 
asegurar la eficacia del laudo o de la resolución que pudiera recaer, si 
existiesen elementos de juicio suficientes para ello. También el artículo 25 de la 
LGTel reconoce la posibilidad de adoptar medidas provisionales hasta que se 
dicte la resolución definitiva.  
 
En desarrollo de lo anterior, el artículo 31 de Reglamento de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones faculta a esta Comisión para adoptar 
medidas cautelares, una vez incoado el procedimiento correspondiente de 
oficio o a instancia de parte, pudiendo consistir las mismas en órdenes de 
cesación o de imposición de condiciones determinadas para evitar el daño que 
pudieran causar las conductas a que se refiere el procedimiento o en la 
imposición de fianza de cualquier clase, excepto la personal, que sea bastante 
para responder de la indemnización de los daños y perjuicios que se pudieran 
causar. Por último, el citado artículo 31 impide dictar medidas cautelares que 
puedan causar perjuicios de difícil o imposible reparación a los interesados o 
que impliquen violación de derechos amparados por las leyes. 
 
Esta regulación sobre adopción de medidas provisionales se complementará 
con lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de abril de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por la 
cual se rige esta Comisión en el ejercicio de las funciones públicas que la Ley 
le atribuye, conforme establece el artículo 1.Uno párrafo 2 de la Ley 12/1997. 
 
 
Tercero.- Concurrencia de los presupuestos necesarios para la adopción 
de medidas cautelares. 
 
Mientras se tramita el correspondiente procedimiento administrativo, es preciso 
arbitrar los mecanismos necesarios para garantizar la efectiva aplicación de la 
normativa sobre interconexión y acceso, sin perder de vista el bien jurídico 
protegido por la misma, esto es, la garantía de la competencia efectiva y la 
protección del derecho de los consumidores a disfrutar de los servicios 
facilitados por diferentes operadores. Es por esto, que la presente resolución 
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tiene por objeto la adopción de una medida cautelar que asegure el efecto útil 
de la resolución que en su día se dicte en el expediente abierto como 
consecuencia de la solicitud de UNI2. 
 
Es necesario que concurran los siguientes elementos para justificar la adopción 
de una medida cautelar: elementos de juicio suficientes, necesidad para 
asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer e inexistencia de 
perjuicios de difícil o imposible reparación a los interesados o violación de 
derechos amparados en leyes. 
 
El Tribunal Constitucional ha interpretado el régimen de adopción de medidas 
cautelares indicando que no se produce vulneración de derechos 
constitucionales siempre que exista una norma jurídica que permita su 
adopción, se adopten las medidas cautelares por resolución en derecho y se 
basen en un juicio de razonabilidad en cuanto a la finalidad perseguida y 
circunstancias concurrentes (STC 31/1981, de 28 de julio; 13/1982, de 1 de 
abril; 66/1984 y 108/1984, de 26 de noviembre y 22/1985, de 15 de febrero). 
 
 
a) Existencia de norma jurídica que permita la adopción de medidas 

cautelares. 
 
La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones está facultada para la 
adopción de dichas medidas cautelares, tal y como se ha puesto de manifiesto 
anteriormente. Concretamente, la habilitación legal se encuentra en el artículo 
1. Seis de la Ley 12/1997 en relación con el artículo 1.Dos.1 y 1.Dos.2 c), e) y f) 
del mismo texto legal y el artículo 25 de la LGTel, así como el artículo 31 del 
Reglamento de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 
 
 
b) Apariencia de buen derecho. 
 
De conformidad con la documentación aportada por la representación de la 
entidad UNI2 así como por los datos obrantes en los expedientes de esta 
Comisión con referencias RO 2002/7504 y AJ 2003/530, podemos realizar un 
estudio preliminar del Contrato que TELEFÓNICA pretende dar por terminado 
el próximo 27 de octubre de 2003. 
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En relación con la vigencia del Contrato, en su Cláusula Decimoquinta se 
establece que «el contrato se extinguirá por las causas generales admitidas en 
Derecho y, en particular, (...) por finalización del plazo de vigencia inicial del 
contrato o de cualquier de sus prórrogas. (...)». En relación con esta cuestión, 
la Cláusula Octava señala que el Contrato «entrará en vigor en el momento de 
su firma, y tendrá una duración inicial de dos años, pudiendo prorrogarse por 
un período de tres años más, salvo que cualquiera de las partes lo denuncie 
con una antelación mínima de un mes a la fecha de finalización del contrato o 
de cualquiera de sus prórrogas». Teniendo en cuenta que las partes firmaron el 
contrato el 27 de octubre de 1998, que tenía una duración inicial de dos años y 
que fue prorrogado por tres años más, la fecha de finalización del mismo de 
acuerdo con las Cláusulas citadas coincide con la señalada por TELEFÓNICA 
para darlo por terminado: el día 27 de octubre de 2003. 
 
No obstante lo anterior, la representación de UNI2 afirma en su escrito que el 
Contrato debe permanecer vigente hasta el 29 de abril de 2004, puesto que la 
prórroga por tres años no se produjo hasta el 29 de abril de 2001.  
 
Esta Comisión, en la Resolución de 13 de febrero de 2003, por la que se puso 
fin al conflicto planteado por UNI2 contra TELEFÓNICA en relación con la 
interpretación y ejecución del Contrato para la Prestación del Servicio Portador 
de Alquiler de Circuitos suscrito por ambas entidades, entendió que la fecha en 
que se prorrogó el Contrato fue el día 29 de abril de 2001, por lo que 
implícitamente se asumía que el cómputo del plazo de vigencia del contrato se 
inició dos años antes, el 29 de abril de 1999. Por su parte, la representación de 
TELEFÓNICA no manifestó su disconformidad con la fijación de la fecha fijada 
para la prórroga contractual ni durante la tramitación del Procedimiento del que 
trae causa la citada Resolución, ni en la posterior impugnación de la misma 
(Expedientes RO 2002/7504 y AJ 2003/530). 
 
La fijación del 29 de abril de 2001 como fecha en que se produjo la prórroga del 
contrato se justifica por la existencia de una contradicción entre lo dispuesto en 
la Cláusula Octava del Contrato y lo señalado en el punto IV de la Cláusula 
Tercera, donde se establece lo siguiente: 
 

«LINCE TELECOMUNICACIONES vendrá obligada a mantener en 
servicio la conexión al servicio de, al menos, la totalidad de los cincuenta 
puntos de interconexión bajo las condiciones que figuran en el Anexo I 
de este contrato durante un plazo mínimo de 2 años, contados a partir 



 
 

 

 
 

COMISION DEL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES 

RO 2003/1492 C/ Alcalá, 37 28014. Madrid CIF Q2817026D Página 7 de 10 

de la fecha de puesta en servicio del último de los cincuenta puntos de 
conexión a la red. Una vez transcurrido dicho plazo ambas partes, de 
mutuo acuerdo, podrán prorrogar su vigencia otros 3 años». 

 
Como vemos, la literalidad de la Cláusula transcrita contradice lo fijado en la 
Cláusula Octava y viene a establecer una fecha distinta para el inicio del 
cómputo de los dos primeros años de vigencia del contrato (y, en 
consecuencia, para el momento en que haya de producirse la prórroga) que no 
coincide con la fecha de la firma del documento, sino con la puesta en servicio 
del último de los cincuenta puntos de conexión a la red que, como ya quedó 
fijado en la Resolución de 13 de febrero de 2003 citada más arriba, se debió 
producir el 29 de abril de 1999.  
 
Por tanto, no siendo claro el sentido literal de las Cláusulas del Contrato cuya 
resolución se discute, hemos de estar a las reglas de interpretación contractual 
establecidas en los artículos 1281 y siguientes del Cc.  
 
Así, el artículo 1281 del Cc en su segundo párrafo establece que «si las 
palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, 
prevalecerá ésta sobre aquéllas». En concreto, el artículo 1282 Cc establece a 
su vez que «para juzgar la intención de los contratantes, deberá atenderse 
principalmente a los actos de éstos, coetáneos y posteriores al contrato». En 
este sentido, la falta de oposición de la representación de TELEFÓNICA a la 
fijación del día 29 de abril de 2001 como fecha en la que se produjo la prórroga 
del contrato en el Expediente que finalizó con la Resolución de esta Comisión 
de 13 de febrero de 2003, ha de considerarse suficientemente significativa 
como para que pueda entenderse, aunque sea de forma preliminar, que la 
intención de esta entidad no coincidía entonces con la manifestada en la carta 
dirigida a UNI2 con fecha 10 de septiembre 2003. 
 
Por otra parte, para conocer cuál era la intención de TELEFÓNICA al tiempo de 
la celebración del Contrato, se dispone, además, del Anexo I que constituye la 
Oferta de Circuitos punto a punto de TELEFÓNICA para UNI2 y que, según lo 
Expuesto por las partes en el Contrato, fue aceptada por UNI2 «en todos sus 
términos». Pues bien, la Cláusula V (“Condiciones Generales”) del Anexo I 
señala en su párrafo cuarto que «la duración del contrato será de dos años (24 
mensualidades) a contar desde la fecha de puesta en servicio del último de los 
cincuenta puntos de conexión a la red. Una vez transcurrido dicho plazo ambas 
partes, de mutuo acuerdo, podrán prorrogar su vigencia en otros tres años (36 
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mensualidades)». En consecuencia, puede afirmarse con carácter preliminar 
que la intención de TELEFÓNICA en la Oferta que se anexa al Contrato no era 
otra que posponer el cómputo del plazo de dos años a la fecha de puesta en 
servicio del último de los cincuenta puntos de conexión a la red, lo que coincide 
con el día 29 de abril de 1998. 
 
En definitiva, esta Comisión considera que existen indicios suficientes para 
atender cautelarmente la solicitud de UNI2 en el sentido de evitar la 
terminación del contrato instada por TELEFÓNICA. 
 
 
c) Necesidad y urgencia de la medida. 

 
La medida cautelar propuesta en el presente Procedimiento es necesaria para 
evitar a UNI2 los perjuicios que el retraso en la resolución del conflicto pudiera 
provocarle, habida cuenta que la terminación del Contrato para la Prestación 
del Servicio Portador de Alquiler de Circuitos suscrito entre TELEFÓNICA y 
UNI2 de fecha 27 de octubre de 1998 obligaría a esta última entidad a adaptar 
su red a las condiciones comerciales de la Oferta de TELEFÓNICA. Si no se 
adoptara la presente medida cautelar, la Resolución que finalmente se 
acordara por esta Comisión podría carecer de eficacia. 
 
Asimismo, la adopción de la presente medida cautelar no perjudica a 
TELEFÓNICA puesto que sólo se obliga a esta entidad a mantener la vigencia 
de un contrato que ha venido ejecutándose en los últimos años. Además, aún 
cuando la Resolución que se adoptare tras la tramitación del presente 
Procedimiento, resolviera a favor de la pretensión de TELEFÓNICA, esto es, 
dar por terminado el Contrato, la aplicación retroactiva de los efectos 
económicos que resultaran de los términos de la Oferta realizada a UNI2 
compensarían los eventuales perjuicios que le pudiera causar la presente 
medida cautelar. 
 
Finalmente, teniendo en cuenta que TELEFÓNICA comunicó a UNI2 que tenía 
la intención de dar por terminado el Contrato el próximo día 27 de octubre de 
2003, a la vista de la cercanía de esta fecha y a la imposibilidad de recabar 
información adicional de los interesados, resulta imprescindible la adopción de 
la presente medida cautela r inaudita parte.  
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Vistos los citados antecedentes de hecho y fundamentos de derecho, esta 
Comisión  

 
 

ACUERDA 
 
 

Adoptar la siguiente medida cautelar: 
 
 
ÚNICO.- Declarar cautelarmente la vigencia del Contrato para la Prestación del 
Servicio Portador de Alquiler de Circuitos suscrito entre TELEFÓNICA y UNI2 
de fecha 27 de octubre de 1998 y, por tanto, obligar a la entidad TELEFÓNICA 
DE ESPAÑA, S.A.U. al cumplimiento de los términos del mismo hasta que se 
dicte la Resolución por la que se ponga fin al presente Procedimiento. 
 
 
El incumplimiento de la presente resolución puede ser considerado como 
infracción muy grave de conformidad con lo dispuesto en le artículo 79.15 de la 
Ley 11/1998 de 24 de abril, General de Telecomunicaciones.  
 
 
El presente certificado se expide al amparo de lo previsto en el artículo 27.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y el artículo 23.2 de la Orden de 9 de abril 
de 1997, por la que se aprueba el Reglamento de Régimen Interior de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, con anterioridad a la 
aprobación del Acta de la sesión correspondiente. 
 
Asimismo, se pone de manifiesto que contra la resolución a la que se refiere el 
presente certificado, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse, 
con carácter potestativo, recurso de reposición ante esta Comisión en el plazo 
de un mes desde le día siguiente al de su notificación o directamente, recurso 
Contencioso-Administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a 
su notificación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1.ocho de la Ley 
12/1997, de 24 de abril, de Liberalización de las Telecomunicaciones, la 
Disposición adicional cuarta, apartado 5, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y el artículo 116 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
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Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y sin 
perjuicio de lo previsto en el número 2 del artículo 58 de la misma Ley. 

 
 
 

EL SECRETARIO 
 
Vº.Bº EL PRESIDENTE 
 
 
 

Jaime Velázquez Vioque 
 

Carlos Bustelo García del Real 
 


